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Expediente 66001-31-03-001-2009-00051-01

Acta N° 171 de mayo 5 de 2009
Se resuelve la impugnación presentada por el señor Gustavo Adolfo Medina Campo en la acción de tutela que promovió frente a la Secretaría de Hacienda – Sección Tesorería de Departamento de Risaralda, contra la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito local, el 16 de marzo del presente año.

ANTECEDENTES

Pretende el accionante que se le proteja su derecho fundamental al debido proceso y se le ordene a la demandada la suspensión inmediata de los procesos coactivos y las gestiones de cobro ejecutivo que se adelantan en su contra, se dejen sin efecto los actos administrativos expedidos por la administración departamental en esos asuntos, y se disponga la notificación en legal forma de ellos otorgándole los traslados pertinentes.

Para ello señaló, en síntesis, que desde el 25 de enero de 1996 es propietario y legítimo poseedor del vehículo de placas PEE-654, inscrito en la oficina de Tránsito Departamental de Pereira, pero que transita en Popayán, donde él tienen su residencia; la administración determinó, mediante liquidaciones de aforo de impuesto de vehículos automotores, las obligaciones tributarias correspondientes a los años 2000 a 2007 y 2008, como consta en los expedientes SH-00014475, SH-00024408, SH-00035701, SH-00047981, SH-00061183, SH-00013230 y SH-00018829; esos expedientes dieron origen a las resoluciones 0000006287, 0000010533 y 0000015031, vigencias 2002, 2003 y 2004, por medio de las cuales se le hicieron unas liquidaciones de impuesto y se le sancionó con unas multas, se dispuso el cobro coactivo y se le embargó el vehículo mencionado.

La administración inició, tramitó y finalizó el procedimiento sin que tuviera conocimiento de su existencia, porque de las citaciones que reposan en el expediente no hay constancia de que le hayan sido notificadas legalmente, ya que fueron enviadas a la carrera 3ª No. 9-72 de Popayán, lugar que figura en el registro del automotor pero que no corresponde a su habitación que está ubicada en la calle 27 Nª 7AN-34, interior 107, el Portón de Palacé, en esa ciudad, donde reside desde hace más de diez años; que se enteró de la actuación de manera casual cuando solicitó un certificado de tradición del vehículo y pudo ver que hay una citación recibida por una persona que no conoce y otra rechazada con una nota de traslado de persona; que en la Resolución 0000019426 de diciembre 9 de 2008 se afirma que la liquidación oficial está en firme y ejecutoriada, y el mandamiento de pago fue legalmente notificado, todo lo cual atenta contra el debido proceso; que en esas condiciones los actos administrativos están ejecutoriados y no le queda otra alternativa que acudir a este mecanismo para evitar que se le causen perjuicios serios e irremediables.

Promovida la acción ante los jueces de Popayán, fue remitida por competencia a esta sede; recibida por el Juzgado Primero Civil del Circuito la admitió y corrió traslado de ella a la accionada.  El Gobernador del Departamento, por medio de asesora judicial le dio respuesta en la que señaló que la tutela es un mecanismo residual que sólo se puede promover cuando no se cuenta con otro medio de defensa judicial, lo que no ocurre en este caso, pues el accionante puede solicitar la revocatoria directa de los actos administrativos, en los términos del artículo 69 del Código Contencioso Administrativo, ya que no propuso contra ellos recurso alguno en la vía gubernativa; además, la administración no ha incurrido hasta ahora en ninguna vía de hecho que le cause perjuicios al accionante, pues todo obedece al incumplimiento de parte de este en el pago de sus obligaciones tributarias que le permite a las autoridades ejecutarlo; por otro lado, los actos administrativos se quisieron notificar en la dirección que fue suministrada de manera oficial por el Instituto de Tránsito y Transportes de Pereira y como no se conoce de una declaración posterior sobre el mismo automotor que diera cuenta del cambio de dirección, allí se enviaron las comunicaciones; adicionalmente, cuando en el mes de abril de 2005 se le envió por correo un emplazamiento y fue devuelto por traslado de la persona, se publicó en la prensa local el aviso; igual procedimiento se cumplió en julio y octubre de 2006; terminó diciendo que los cobros que se le hacen están previstos en la ley. 
  



Resolvió el Juzgado negar el amparo, porque las deudas de carácter fiscal encuentran soporte en varias normas de la Constitución Nacional que autorizan a la administración para su cobro coactivo dentro del cual se debe rituar todo el trámite con apego al debido proceso que debe ser respetado por la autoridad, de acuerdo con lo reglado por el artículo 823 del estatuto tributario; señaló que la acción de tutela es un mecanismo subsidiario y como tal no procede en este caso porque el demandante cuenta con otro medio idóneo de defensa judicial (la nulidad y restablecimiento del derecho), y no se ha demostrado la existencia de un perjuicio irremediable que permitiera reconocerla como mecanismo transitorio en este caso. 

  



 Inconforme con ello, impugnó el actor, quien insiste en que su conducta no obedece a una política de no pago, sino a que el vehículo por el que se causaron los impuestos que se le cobran no estaba en su poder ya que celebró una compraventa con un familiar que no cumplió sus obligaciones, y como no tuvo la precaución de concretar el traspaso, vino a enterarse de su situación cuando indagó sobre este aspecto; que el perjuicio irremediable deriva de las sumas que tiene que pagar; que la notificación que la demandada dice que efectuó mediante publicación en prensa no se ajustó a los parámetros legales. 
Ahora se procede a resolver previas las siguientes:
CONSIDERACIONES          

El constituyente colombiano introdujo desde 1991 en la Carta Política la acción de tutela como un mecanismo breve y sumario mediante el cual toda persona puede conseguir de un juez la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en determinados casos.

Mas, por su misma naturaleza, su procedencia tiene un alcance restringido, al punto que, de conformidad con lo reglado por el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, no puede abrirse paso cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, a menos que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

Para ir decantando lo que es objeto de la decisión, conviene precisar que el demandante aludió a las obligaciones tributarias correspondientes a los años 2000 a 2008 respecto del impuesto causado por el vehículo de placas PEE-654; sin embargo, el numeral 3ª de los hechos lo circunscribe a las resoluciones 0000006287, 0000010533 y 0000015031, que se refieren a las vigencias de los años 2002, 2003 y 2004. 

Precisamente, respecto de estas vigencias, se elaboró la liquidación oficial de aforo (f. 44, c. 1) y se libró orden ejecutiva contra el accionante (f. 45, c. 1) el 29 de septiembre de 2007; ahora, de la documentación enviada por la accionada parece desprenderse que el 3 de diciembre de 2007 se remitió por correo a la carrera 3ª No. 9-72 de Popayán, que es la que aparece registrada en las oficinas de tránsito de Pereira (f. 1, c. 1), la comunicación para notificar ese auto al deudor, pero fue devuelta porque “no existe el número”; y entre las copias de unas publicaciones efectuadas en la prensa, no aparece ninguna que guarde relación cronológica con aquellas fechas, como que una es de junio de 2005, otra de mayo de 2007, la siguiente de septiembre de 2007 y la última de octubre de 2008. Es decir, que no se sabe a la postre cómo fue que al demandante se le enteró de las liquidaciones de aforo y del mandamiento ejecutivo librado en su contra, en lo que toca con esas tres anualidades que, se insiste, es sobre las que se hace hincapié en la demanda.

Con todo, antecedentes hay en la jurisprudencia nacional sobre este punto que señalan que los actos preparatorios o de trámite en los procesos de cobro coactivo no pueden ser atacados por la vía contencioso administrativa, pues esa medida está reservada para la decisión de fondo y tampoco pueden serlo por esta especial vía, dado que el ejecutado cuenta, al ponérsele fin al trámite fiscal, con la posibilidad de demandar ante la justicia administrativa ese acto definitivo, ocasión en la cual puede involucrar también aquellos actos preparatorios que lo hayan podido afectar, como el mandamiento ejecutivo o la liquidación de aforo 
. 

El problema radica en que en este caso concreto esa decisión de fondo ya se produjo, porque mediante la Resolución número 0000019426 de diciembre 9 de 2008 se ordenó seguir adelante la ejecución contra el señor Medina Ocampo por las sumas liquidadas durante los períodos gravables 2002, 2003 y 2004, es decir, los que nos atañen, y es allí donde debe escudriñarse si se llegó a incurrir en una desviación del debido proceso, porque de ser así, habría que restablecer el orden para que el afectado pueda atacar esa decisión con la interposición de los recursos que llegaran a ser pertinentes, si es que los hay, lo que tendría que indicarle la entidad accionada, o mediante la promoción de la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho que pudiera promover en el tiempo previsto en el Código Contencioso Administrativo, que sólo podría contar desde cuando se le enterara en debida forma de esa decisión, en los términos del artículo 136-2 del Código Contencioso Administrativo. 

Halla la Sala que en verdad la Secretaría de Hacienda del Departamento se sustrajo a una de las obligaciones que le impone el estatuto tributario en lo que concierne a la notificación de la providencia que dispuso seguir adelante con la ejecución para el pago de las sumas derivadas de los aforos para los años 2002 a 2004. Así es, porque si la Resolución 0000019426 fue emitida el 9 de diciembre de 2008 (f. 49, c. a), es evidente que no puede tenerse como válidamente notificada con el aviso que se pudiera haber enviado el 29 de diciembre de 2008 (f. 52, C. 1), porque el mismo se remitió a la carrera 3 No. 9-72 de Popayán, a sabiendas por parte de la administración de que ya en pasadas ocasiones (f. 39, 43, 46, c. 1) se habían devuelto otras comunicaciones porque el destinatario se trasladó de allí. Quiere esto decir que por más que se contara con una dirección suministrada por un organismo oficial -el Instituto Municipal de Tránsito de Pereira-  ya se sabía que esa dirección no correspondía a la residencia del ejecutado y no aparece ninguna evidencia de que se hubiera acatado en toda su extensión el contenido del artículo 565 del Estatuto Tributario que, entre otras cosas, manda que a falta de establecer la dirección del contribuyente por los medios allí señalados, los actos le serán notificados por medio de publicación en un periódico de circulación nacional, pero también esta brilla por su ausencia, si bien la última que se hizo data de octubre de 2008, es decir, que no puede corresponder a la notificación de dicho proveído que, se repite, fue adoptado en el mes de diciembre de ese año. 
Lo aconsejable en este caso es, entonces, que, contrario a lo decidido por el juez, se otorgue el amparo deprecado pero sólo en cuanto se ordenará a la Secretaría de Hacienda del Departamento-Sección Tesorería, que proceda en el término de cuarenta y ocho horas contadas a partir de la notificación de este fallo a notificarle en debida forma al señor Gustavo Adolfo Medina Campo la Resolución No. 0000019426 del 9 de diciembre de 2008, con el propósito de que pueda ejercer cabalmente su derecho de defensa. 
Por tanto, se revocará la decisión de primer grado y, en su lugar, se procederá en la forma indicada.
  



DECISIÓN 

  



Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre del la República y por autoridad de la ley, REVOCA la sentencia dictada el 16 de marzo del presente año por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira en esta acción de tutela promovida por Gustavo Adolfo Medina Campo contra la Secretaría de Hacienda -Sección Tesorería- del Departamento de Risaralda. 

  En su lugar, se ampara el derecho al debido proceso de que es titular el accionante y, en consecuencia, se le ordena a la accionada que en un término que no supere las cuarenta y ocho horas proceda a notificarle en debida forma al señor Medina Campo la Resolución No. 0000019426 del 9 de diciembre de 2008, con la que se ordenó seguir adelante la ejecución por los valores correspondientes a los períodos gravables 2002, 2003 y 2004, con el propósito de que pueda ejercer cabalmente su derecho de defensa. 

  



Entérese de esta decisión a las partes por el medio más expedito. Oportunamente remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 





Notifíquese 

  



Los Magistrados, 

  


 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ         

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                               

�Sentencia T-088 de 2005
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